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Resumen  
En la historia reciente del país ha sido evidente la lucha por la reivindicación y reconocimiento 
de los derechos de las mujeres, proceso en el cual el movimiento feminista ha sido 
trascendental, en este sentido, ha liderado múltiples campañas en pro del cambio social, 
económico, político y cultural de las mujeres con el fin de que sean vistas como sujetos de 
especial protección, sin embargo, tuvo, y hoy por hoy sigue teniendo que enfrentarse a una 
sociedad colombiana altamente machista, formada con patrones discriminatorios, anacrónicos 
y excluyentes, lo que pone de presente los diversos obstáculos con los que el movimiento 
feminista ha tenido que lidiar. De tal suerte que la labor que el movimiento feminista ha 
realizado ha provocado cambios sociales, políticos y culturales, conduciendo con ello a la 
liberación de la mujer y a su reconocimiento como sujeto de derechos en nuestro 
ordenamiento jurídico. Así pues, el artículo aquí presentado, tiene como fin el estudiar cual 
ha sido la incidencia que ha tenido el movimiento feminista en el marco de los derechos civiles 
y políticos de las mujeres en Colombia; partiendo de la hipótesis de que el pensamiento 
feminista se ha constituido en un factor esencial dentro del camino hacia la eliminación de 
jerarquías y desigualdades entre hombres y mujeres colombianos; sin embargo, tal y como se 
verá en las páginas subsiguientes, aún queda mucho por trabajar en pro del reconocimiento y 
respeto de los derechos de las mujeres.  
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Abstract  
Throughout the history of the country there has been a constant struggle for the vindication 
and recognition of women's rights, a process in which the feminist movement has been 
transcendental, in this sense it has led multiple campaigns for social change economic, 
political and cultural rights of women in order for them to be seen as subjects of special 
protection, however, it had, and today continues to have to confront a highly macho 
Colombian society, formed with discriminatory, anachronistic and exclusive patterns , which 
highlights the various obstacles that the feminist movement has had to deal with, however, 
and despite the previous scenario, the work that it has carried out, opened the door to social, 
political and cultural changes, leading with it to the liberation of women and their recognition 
as subjects of rights in our legal system. Thus, the article presented here is aimed at studying 
the contributions that the feminist movement has made in the framework of the civil and 
political rights of women in Colombia. The foregoing in order to show how feminist thought 
has become an essential factor in the path towards eliminating hierarchies and inequalities 
between Colombian men and women, however, as will be seen in the subsequent pages, there 
is still much left for working for the recognition and respect of women's rights.  
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Introducción  
En Colombia el movimiento feminista surgió después de muchos años de tradición machista, 
la cual además de ser compartida durante siglos por hombres y mujeres fue impulsada por los 
gobernantes de los siglos XVIII y XIX, en donde se consideraba a la mujer como un simple 
objeto, sometida en todo a la voluntad del hombre y dedicada únicamente a las labores del 
hogar y la crianza de los hijos, reafirmando con ello el modelo patriarcal heredado por la 
corona española, situaciones a las cuales el feminismo de finales del siglo XIX y del siglo XX 
o feminismo de la primera ola hizo duras críticas, poniendo de presente las marcadas 
ideologías machistas que propiciaban el empoderamiento y expansión del poder del hombre 
en todos los ámbitos de la sociedad, haciendo énfasis en las constantes limitaciones y 
privaciones a las cuales se estaban sometiendo las mujeres, sin embargo, y debido a que sus 
argumentos no fueron tenidos en cuenta, se inició una campaña en pro de la liberación 
femenina, llegando a posicionarse como un movimiento determinante en la lucha por la 
eliminación de sistemas jerárquicos y machistas, pese a las enormes brechas de desigualdad 
entre hombres y mujeres. Dicha pugna requirió muchos años, pero también vidas de mujeres 
que trabajaron arduamente por la libertad y emancipación de género, y es gracias a ello que 
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hoy en día las mujeres pueden disfrutar de libertades y derechos reconocidos 
constitucionalmente, y que les han permitido participar en casi que todas las esferas en las 
cuales deseen intervenir. En este sentido, y teniendo en cuenta, el rol político que desempeñan 
actualmente las mujeres en nuestro país, se considera relevante realizar un estudio jurídico de 
todos y cada uno de los aportes que el movimiento feminista ha hecho en el marco de los 
derechos civiles y políticos de las mujeres en Colombia, aún a pesar de que en la actualidad 
se enfrenta a resistencias sociales de todo tipo, que evidencian la inexplicable e injustificable 
desigualdad entre hombres y mujeres respecto al acceso a diversas instancias ya sea de 
carácter público o privado.  
Teniendo en cuenta lo anterior, la presente investigación será abordada en un primer momento 
a partir de un análisis de la historia de los derechos civiles y políticos, pasando por la situación  
de discriminación entre hombres y mujeres en el marco de dichas garantías, para 
posteriormente analizar en el caso colombiano como el surgimiento del movimiento feminista 
fue determinante en la reivindicación de los derechos civiles y políticos de las mujeres, y se 
finalizará con un breve estudio desde el contexto jurídico actual del escenario de participación 
política y ciudadana de la mujer colombiana, pretendiendo con ello brindar un aporte 
significativo en el estudio y reconocimiento del movimiento feminista como precursor de los 
derechos de género.  
Metodología   
En el presente artículo de investigación se utilizó una metodología socio jurídica de corte 
analítico y con una técnica documental, desde los cuales se abordó el problema jurídico 
planteado y donde se buscó reflexionar sobre los aportes que el movimiento feminista ha 
hecho en el marco de los derechos civiles y políticos de las mujeres en Colombia, en este 
sentido, se tomó como base informativa, planteamientos teóricos de diferentes autores al 
interior de la doctrina, así como las normas y jurisprudencia que a la fecha hay relacionadas 
con el tema, con el fin de lograr determinar las reivindicaciones que este movimiento ha 
logrado entorno a la igualdad de derechos para las mujeres y al impacto que estos han tenido 
en el campo jurídico colombiano.  A su vez, conviene precisar que en la presente investigación 
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no se realiza un análisis ético por cuanto no hay interacción con otras personas, por lo que no 
existe la necesidad de hacer referencia a ello.  
1. Historia de los derechos civiles y políticos ¿qué son? ¿cómo surgieron?  
Los derechos civiles y políticos han sido erigidos como aquel conjunto de garantías que se 
encuentran encaminadas a salvaguardar las libertades individuales de cada persona respecto 
del poder del Estado e incluso de aquel que ejerzan sus agentes directos e indirectos, por lo 
que su reconocimiento y respeto en igualdad de condiciones ha sido objeto de una lucha 
constante entre el pueblo y quienes detentaban el poder estatal, conllevando a que estas 
garantías fueran sometidas a constantes cambios. Sin embargo, es preciso acotar que existe 
una clara diferencia entre los derechos civiles y los derechos políticos:  
pues los primeros se encuentran reconocidos a todos los ciudadanos por la ley, 
mientras que los segundos se pueden definir como el conjunto de condiciones que le 
permiten al ciudadano participar en la vida pública y política de un Estado, teniendo 
la oportunidad de acceder al poder público y decidir acciones dentro de la dinámica 
de este. (Martínez, 2015, p.117)  
En cuanto a su historia y surgimiento, debemos remitirnos a los Derechos Humanos teniendo 
en cuenta que estos forman parte de aquellos, en este sentido, conviene hacer un seguimiento 
histórico de cada uno de los sucesos que favorecieron la consolidación de los Derechos 
Humanos y de su posterior reconocimiento a través de instrumentos internacionales.   
Partiendo entonces de lo anterior, podríamos decir que los derechos humanos son una 
categoría histórica que nace en el tránsito a la modernidad y crece en el seno del 
iluminismo, surgiendo así en una determinada circunstancia. Por lo que antes de este 
periodo podríamos decir que estuvimos en la prehistoria de los derechos humanos, ya 
que, si bien existieron posturas filosóficas que postularon el tema de la dignidad 
humana y existían “derechos”, así entrecomillados, éstos eran más bien privilegios, es 
decir prerrogativas ganadas por ciertos estamentos o grupos sociales estamentales al 
príncipe, pero que no eran iguales para todos los miembros de la sociedad. (Gaspar en 
Gómez, 2004, p. 135)  
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Sin embargo, las primeras manifestaciones claras en torno al reconocimiento de los 
Derechos Humanos y a las relaciones que el hombre individualmente considerado 
establece con los poderes públicos: la libertad, la seguridad jurídica, la igualdad, la 
propiedad, la posibilidad de alcanzar la felicidad de los pueblos, se darían con la 
Declaración de Derechos del Estado de Virginia de 12 de junio de 1776, la 
Declaración de Independencia Norteamericana del 4 de julio de 1776 y la Declaración 
de los Derechos del Hombre y el Ciudadano, aprobada por la Asamblea Nacional de 
la Revolución francesa el 26 de agosto de 1789 (Jellinek, 2000, p.34).  
Ideas que surgieron de la filosofía iusnaturalista racionalista de la época, la cual estaba 
fundamentada en la razón del hombre varón, blanco y adulto, el cual era visto como un ser 
natural y al que en consecuencia de esa esencia le eran dados derechos absolutos y universales, 
derechos que el Estado debía de reconocer y respetar en el ejercicio de su poder.   
Tales derechos, según la corriente iusnaturalista son reconocibles por medio de la 
razón y la comunidad, es decir la sociedad y el Estado debe respetárselos, a su vez, 
estos derechos son anteriores a la formación del Estado mismo, es decir, le anteceden; 
luego entonces, la sociedad no es natural, los derechos del hombre si son naturales, le 
corresponden desde antes de asociarse. La sociedad así es resultado de un pacto social 
entre los hombres los cuales renuncian al estado de naturaleza para vivir en sociedad, 
de tal manera que pueda existir el orden, acuerdan someterse a una autoridad, el 
Estado, al cual se le imponen límites relacionados con esos derechos naturales, en 
consecuencia, tanto la sociedad como el Estado son instituciones creadas por el pacto 
entre los individuos, no son instituciones naturales. (Bailón, 2014, p.105)  
Por ello, la teoría del derecho natural racionalista resultó trascendental, por un lado, en el 
reconocimiento del individuo como persona susceptible de derechos, y por el otro en la 
imposición de límites al poder del Estado en pro del respeto y la garantía de la libertad y la 
igualdad del pueblo. Conllevando a que el iusnaturalismo racionalista se empezara a concebir 
‘‘no sólo como la filosofía de los derechos naturales y la bandera de las revoluciones 
burguesas, sino también una nueva manera de acercarse al estudio de la sociedad y de sus 
construcciones morales, políticas y jurídicas’’ (Fernández, 1998, p. 574) lo cual se vio 
reflejado en la Declaración de Derechos Humanos proclamada en 1789, convirtiéndose en 
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todo un programa político y constitucional sobre el cual se fundan los modelos de 
organización política de los Estados modernos’’ (Galán, 2016, p.37).  
Así, con la inclusión de un catálogo de derechos vino a su vez la clasificación de estos, 
teniendo en cuenta su injerencia y aplicación, de esta manera, surgieron las comúnmente 
llamadas generaciones de derechos y en las cuales se encuentran encabezando los derechos 
civiles y políticos considerados de primera generación, sin embargo, ¿qué significa que un 
derecho sea de primera generación? Para responder a este interrogante, es necesario aclarar 
primero que la clasificación de los derechos humanos por generaciones (primera, segunda y 
tercera) fue inicialmente formulada en el año 1979 por parte del jurista checo Karel Vasak, 
catálogo que años más tarde fue ampliado por la doctrina llegando a incluirse una cuarta 
generación de derechos; una vez aclarado el punto anterior, nos ocuparemos de responder el 
interrogante planteado, partiendo desde el contexto historicista y jerárquico de los derechos 
que conforman la primera generación de Derechos Humanos.  
Respecto de los derechos que se encuentran incluidos dentro de la primera generación se tiene 
que estos han sido considerados como todas aquellas garantías que corresponden al individuo 
frente al poder estatal y a sus organismos, imponiendo al Estado el deber de respetarlos y de 
asegurar su protección, en este sentido, podría decirse que son derechos esenciales para el ser 
humano porque emanan de su propia naturaleza conllevando a que su aplicación sea 
inmediata, a diferencia de los derechos pertenecientes a las demás generaciones los cuales se 
constituyen como derechos complementarios y por lo tanto no tienen aplicación inmediata, 
en vista de todo lo anterior, los derechos de primera generación han sido considerados los más 
antiguos en su desarrollo normativo.   
De tal suerte que los derechos civiles y políticos se encuentren incluidos dentro de esta 
categoría de derechos, entonces esta clasificación entiende que luego de logrados los derechos 
civiles y políticos, el ser humano, por esencia inconforme, se propone el reconocimiento de 
los derechos de segunda generación o derechos sociales económicos y culturales, para una 
vez logrado lo anterior, luchar por la garantía y respeto a los derechos de tercera generación 
o comunitarios. (Valcárcel & González, 2008, p. 78)  
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Generando cambios en la concepción del individuo frente al poder absoluto del Estado, y 
considerándosele ahora como aquel fin que el Estado en el ejercicio de su actividad debía de 
perseguir, para lo cual debía de desplegar todas las gestiones necesarias con el fin de 
garantizar el completo desarrollo del individuo en todos los ámbitos de la sociedad, ideales 
que hasta nuestros días se han mantenido vigentes.  
Sin embargo, la inclusión de los Derechos Humanos y su inclusión en los marcos 
normativos de los llamados estados territoriales y en organismos internacionales, de 
ninguna manera son sólo aquello que los Estados han reconocido a la sociedad civil.  
Por el contrario, por su propia naturaleza, muchas veces han resultado de luchas 
sociales al proponer la reivindicación de mejores formas de vida para el hombre. 
(Bailón, 2014, p. 106)  
2. Situación de discriminación entre hombres y mujeres en el marco de los derechos 
civiles y políticos en Colombia y el mundo  
Como se analizó en el capítulo anterior, la declaración de los Derechos del hombre buscó el 
reconocimiento de los derechos y libertades fundamentales de los individuos que hasta ese 
momento habían sido ignorados, gracias a ello se logró crear un catálogo de derechos que a 
su vez fue clasificado según su trascendencia e impacto en el sujeto, en consecuencia, se 
empezó a hablar de derechos de primera, segunda y tercera generación, siendo los derechos 
de primera generación los derechos civiles y políticos.  
Sin embargo, y pese a que el discurso dado por los precursores de dicha declaración se situó 
en torno de garantizar que el reconocimiento de derechos se daría sin ningún tipo de 
distinción, en la práctica no ocurrió así, puesto que, en el caso de las mujeres no hubo 
reconocimiento de tales derechos ‘‘y, de hecho, ni siquiera fueron consideradas como sujetos 
de derechos, siendo completamente excluidas del pacto social’’ (Marrades, 2001, p.197) 
puesto que dicho título solamente podía ser conferido a los hombres varones, manteniendo 
con ello la desigualdad y discriminación hacía las mujeres, y atribuyendo estos patrones de 
conducta a las marcadas diferencias que existían entre hombres y mujeres en cuanto al origen 
de ambos (cultural en el caso de los hombres y natural en el caso de las mujeres).   
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Concepciones que fueron aceptadas y normalizadas, ocasionando con ello que muchas 
de las necesidades e intereses de las mujeres fueran completamente excluidos de la 
agenda de los derechos humanos y tratados como derecho de otro carácter y estatus, 
generando unos contenidos y una práctica que los contempló de manera excluyente o 
limitada. (Bareiro, 2009, p.227)  
         En consecuencia, a pesar de que los postulados ilustrados pretendieron igualar a todos 
los hombres en la formalidad del derecho, y de esta manera dar a éste un carácter universal la 
solemnidad con la que se escribió ‘‘todos los hombres’’ en la Declaración de los derechos 
humanos no ocultaba que estaba circunscrita sólo a los hombres de una determinada clase 
social – la burguesía-, excluyendo a las mujeres de esa misma clase social, y definiendo así el 
modelo de sujeto de derechos: el varón blanco, burgués, mayor de edad. Siendo todavía peor 
que la exclusión, tomando como base de esta la propia ‘‘naturaleza’’ de las mujeres siendo 
esta la que les impedía poder participar de esos principios universales e inmutables. 
(Marrades, 2001, p.198)   
Este escenario de negación de derechos básicos para las mujeres permaneció durante todo el 
siglo XIX y gran parte del siglo XX, imperando el concepto de que las mujeres eran sujetos 
carentes de capacidad de decisión, por lo cual resultaba impensable que se les llegara a otorgar 
el derecho a adquirir la ciudadanía, y la posibilidad de tener voz y voto en las decisiones 
políticas y económicas de la época, sin embargo, cuando se trataba del pago de impuestos y 
tributos si estaban incluidas y se les exigía realizar los aportes en igualdad de condiciones que 
los hombres, continuando entonces con la ideología patriarcal que basaba sus principios en 
planteamientos filosóficos, religiosos y culturales, los cuales le daban una especie de ‘‘piso 
teórico’’ a la antropología de la época, delimitando culturalmente la naturaleza de hombres y 
mujeres, y constituyendo una realidad cultural, en la que los sexos tenían propósitos naturales 
y sociales completamente distintos, y en donde el imperio masculino debía prevalecer sobre 
el femenino, dejando supeditadas a las mujeres a las decisiones que los hombres tomaran en 
el ejercicio de la superioridad otorgada a ellos y originada desde su propia naturaleza.  
Originando con ello un discurso que con el tiempo fue adoptado por las propias mujeres 
quienes comenzaron a considerarse carentes de capacidad de análisis y decisión en los asuntos 
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relevantes de los estados, arraigando los estereotipos ya implementados por las corrientes 
machistas de la época, así pues, se configuró en los ideales socio-culturales del siglo XIX ‘‘un 
modelo femenino basado en el discurso de la domesticidad consistente en ser buena esposa, 
madre y administradora del hogar’’ (Castán, 2004, p.191). concepciones que fueron adoptadas 
por el Estado Liberal en el ejercicio de su actividad, al promulgar leyes en las cuales se 
afirmaban y fomentaban los actos discriminatorios de la mujer con respecto al hombre 
(Álamo, 2009, p. 12).  
Así, los ideales patriarcales de antaño fueron el común denominador por aquellos días en la 
sociedad europea y norteamericana, situando cada vez más a la mujer como el género 
subordinado y obediente, cuya función principal se situaba en torno a la reproducción,  frente 
a los hombres quienes por su situación natural de superioridad contaban con el carácter 
suficiente para tomar las riendas del hogar, recalcando las supuestas diferencias radicales que 
existían entre ambos sexos y por ende la necesidad de construir ordenamientos jurídicos, 
sociales y culturales en razón a estas.   
Todo lo anterior, nos lleva a poner de presente la situación de discriminación histórica hacia 
las mujeres, por el simple hecho ser mujeres, recibiendo por parte de la sociedad un 
tratamiento completamente desigual con relación a aquel que era dado a los hombres, además 
de estar cargadas de estereotipos que más allá de brindar aportes positivos, terminaron 
repercutiendo de forma trascendental en las necesidades e intereses de las mujeres, situándolas 
en un escenario de constante rechazo y con un desconocimiento casi que total de sus derechos.  
Por otro lado, la supremacía del hombre sobre la mujer degeneró en la violencia de 
género contra la mujer que pese a que muchas veces sólo se ha relacionado con la 
violencia física grave esta comprende también malos tratos psicológicos, sexuales, de 
aislamiento y control social, que suelen pasar desapercibidos. (Morales, 2018, p. 160)  
En América Latina la situación no parecía para nada diferente a la desarrollada en Europa y 
Norteamérica, caracterizándose por conservar los principios patriarcales y heteronormativos 
construidos y difundidos culturalmente de manera generacional durante muchos siglos.  
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          De tal suerte que en Latinoamérica no resultara para nada difícil la instauración del 
modelo especifico de dominación masculina predicado por los europeos, esto es, el sistema 
patriarcal, como sistema económico, político, jurídico y cultural, que permitía la explotación, 
opresión y subordinación de las mujeres frente a los hombres, sin embargo, las características 
específicas de los países de Centroamérica y Suramérica, imprimieron elementos originales 
en el desarrollo del patriarcado, es decir, el sistema patriarcal latinoamericano tuvo unos 
rasgos distintos a los existentes en la Europa de esa época, rasgos que en algunos casos 
resultaban ser más flexibles y en otros más barbaros. (Delgado & Madriz, 2014, p.104)  
En Colombia durante el proceso de construcción del Estado liberal, los derechos y libertades 
femeninas estuvieron prácticamente ausentes tanto en el ámbito público como en el privado, 
dejando las necesidades de las mujeres en un margen de exclusión total, este encontraba 
justificación en la concepción liberal de la época que concebía a las mujeres como sujetos 
carentes de independencia dada su condición natural y social, esto en contravía a uno de los 
principales fundamentos del pensamiento liberal del reconocimiento de derechos y garantías 
de los individuos independientemente de su origen y condición.  
Lo anterior pone de presente que la idea que la democracia liberal planteo con relación al 
reconocimiento y respeto de derechos para todos los ciudadanos se circunscribía a los 
derechos masculinos por lo que la sociedad colombiana, a través del tiempo, permaneció 
dividida entre las actividades propias de los hombres y las que corresponden a las mujeres. 
En esta división, el poder siempre fue más asequible para el hombre en todas las esferas: 
social, económica, política y familiar. De este modo, se opacó generalmente la función de la 
mujer. (Caputto, 2008, p. 114)  
Como quiera que según las corrientes machistas que por años prevalecieron en el país, la 
mujer se encontraba en la obligación de servir y obedecer al hombre como forma de continuar 
con el legado y las costumbres que la sociedad de la época continuaban teniendo, situación 
que se hizo más evidente cuando en la Constitución de 1886 las mujeres no solamente no 
fueron consideradas como ciudadanas, sino que tampoco fueron reconocidas como sujetos de 
derechos, no siendo ni más ni menos importantes que los animales o los esclavos.   
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        En este sentido, la idea de un sujeto político único, promulgada por la democracia liberal, 
se convirtió en sofisma para el ejercicio de la ciudadanía femenina y una nube en el horizonte 
político de su ejercicio pleno, puesto que la supuesta defensa de los derechos de los individuos 
no franqueaba los espacios de lo privado donde se encontraba suscrita la mujer; el Estado no 
interfería en este espacio, salvo para la protección de la familia –por ser el fundamento de la 
organización social–, la conservación del linaje, el honor, la riqueza y la restauración de la 
fuerza de trabajo de sus integrantes, mediante labores de la economía desarrolladas 
únicamente por mujeres, tales como preparación de los alimentos, cuidado de los enfermos, 
protección de los menores, asistencia a los ancianos, entre otras.   
Se destacaron entonces en nuestro ordenamiento, con largos períodos de vigencia, figuras 
jurídicas que obstaculizaron el empoderamiento político de la mujer, tales como la potestad 
marital, entendida como “conjunto de derechos y obligaciones que las leyes conceden al 
marido sobre la persona y bienes de la mujer”, la cual justificó la equiparación de la mujer 
con el menor de edad por necesitar de representación legal para participar del tráfico jurídico 
y el ejercicio de sus derechos. (Montoya, 2009, p.139- 142)  
Asimismo, existieron otras como la ausencia de domicilio propio, la entrega completa de sus 
bienes al cónyuge, el adulterio femenino como causal de divorcio, que reducían a la mujer a 
una posición servil en la vida privada y ausente en los espacios públicos por considerarse 
incapaz e inferior. Comenzaron a ser eliminadas del ordenamiento jurídico colombiano, a 
través de normas como el decreto 2820 de 1974 conocido como el Estatuto de Igualdad 
Jurídica entre los sexos, y la ley 28 de 1932 que otorgó capacidad civil a las mujeres 
facultándolas para la libre administración y disposición de sus bienes (Velásquez, 1989, p 40).  
  
3. Movimiento feminista y sus aportes en el marco de los derechos civiles y 
políticos de la mujer colombiana.  
3.1 Antecedentes históricos al movimiento feminista en Colombia.  
La exclusión de las mujeres en la mayoría de las disciplinas ha sido un componente 
fundamental en la historia del mundo moderno, siendo aplicable para Europa, Norteamérica 
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y Latinoamérica, sin embargo, después de muchos años de opresión y discriminación de 
género, las mujeres comenzaron a organizarse y a formar movimientos feministas en pro de 
lograr la obtención de derechos sociales, civiles, políticos y laborales.   
En principio, los objetivos de los movimientos feministas fueron de carácter 
económico. Las primeras feministas exigieron el acceso de la mujer soltera al mundo 
profesional y el de las casadas a administrar sus propios bienes. Para respaldar estas 
demandas, lucharon por la mejora de la enseñanza secundaria femenina y por la 
admisión de las mujeres en la Universidad. A medida que las de clase media gozaron 
de un mayor protagonismo social, sus objetivos se reorientaron y adquirieron una 
dimensión moral que abarcaba la abolición de la prostitución y la eliminación del 
alcoholismo. Por lo general, la reforma moral vino acompañada de la demanda del 
voto que, con el tiempo, ganó un espacio propio. (Evans, 1980, p. 274)  
Entonces, fue ahí donde comenzaron a manifestarse con demandas que les permitirían 
reivindicarse como mujeres y en busca de la eliminación de desigualdades y explotación de 
las cuales habían sido víctimas, en este sentido, los primeros movimientos feministas datan 
del siglo XVII y XVIII siendo Estados Unidos y Europa pioneros en las luchas de género, 
marcando un precedente en la causa femenina, en gran parte gracias a la industrialización y 
la democracia, las cuales originaron grandes cambios para las mujeres, quienes comenzaron 
a ser incorporadas dentro de las industrias en la producción de bienes y servicios, 
disminuyendo con ello la brecha de desigualdad en el ámbito laboral.  
Bajo este nuevo régimen inicia la apertura democrática y en las postrimerías del siglo 
XIX y principios del XX, mujeres de Inglaterra, Portugal, Suecia, Francia, Italia, 
Alemania y Estados Unidos, se dan a la lucha por los derechos sociales, civiles, 
económicos y educativos. Es en este contexto cuando el movimiento propiamente 
feminista inicia su fortalecimiento con el surgimiento y desempeño de las sufragistas 
y la incorporación de jóvenes mujeres solteras de clase media a las universidades y 
sectores laborales que eran coto masculino. (Pinto, 2003, p.33)  
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Dichas transformaciones se hicieron mucho más latentes con la celebración de la primera 
Convención de la Unión por los Derechos Políticos de las mujeres, la cual tuvo lugar en 
Estados Unidos en el año 1848, y aprobada posteriormente en la Convención de Séneca Falls; 
en ella se hizo patente la reivindicación sufragista, haciendo un llamado histórico al 
reconocimiento de los derechos y privilegios que les pertenecían a las mujeres ciudadanas de 
los Estados Unidos, y denunciando la discriminación de las mujeres en el ejercicio de sus 
derechos electorales, cercenando las posibilidades de estas en cuanto a la representación en 
las asambleas legislativas (Marrades, 2001, p.200).  
Fue a partir de esta que el movimiento feminista estadounidense empezó a ejercer una presión 
real, además de llegar a organizarse de forma simultánea con otros grupos que luchaban contra 
la discriminación racial, configurándose así como una fuerza de resistencia frente a los abusos 
de las corrientes patriarcales y machistas, logrando con ello que en el año de 1868 se fundara 
la Asociación Nacional para el Sufragio de la mujer, fue entonces cuando su influencia 
empezó a hacer eco en los demás movimientos feministas, entre los cuales se encontraban los 
grupos que en Latinoamérica ya se encontraban echando sus primeras raíces.   
Con ello las transformaciones económicas, políticas y sociales no se hicieron esperar, el 
género masculino comienza a verse desprovisto del control que hasta ese momento había 
mantenido en prácticamente todas las esferas de la vida pública, puesto que las creencias que 
por años habían imperado sobre la supuesta superioridad biológica y natural que tenían 
respecto de las mujeres fue perdiendo fuerza hasta tal punto que a mediados del siglo XX las 
mujeres ya contaban con la protección de sus derechos civiles, políticos y laborales, entre 
otros, además de comenzar a participar en muchos de los escenarios donde nunca antes se les 
había incluido.  
Álvarez (1994) narra que, en los años 60 y 70, la mayoría de las fundadoras de la 
segunda ola del feminismo latinoamericano, estaban comprometidas con la lucha por 
la justicia social, contra el capitalismo salvaje, contra los militares y las élites políticas, 
al tiempo que rechazaron al Estado y evadieron la arena política tradicional. Muchas 
se vincularon a organizaciones de izquierda, algunas ilegales, y a partidos legales de 
oposición y centraron su trabajo en la lucha por la participación de mujeres obreras, 
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organizaciones populares, en sindicatos, movimientos por derechos humanos y de 
supervivencia, entre otros, lo que luego se constituyó en lo que se conocería con el 
nombre de movimiento de mujeres, con muchas tensiones y diferencias en su 
composición social, étnica y política.  
En cuanto al panorama colombiano, y como se puso de presente en el capítulo 2 del presente 
artículo, desde el siglo XIX hasta gran parte del siglo XX  la situación social y política de la 
mujer en Colombia, estuvo enmarcada por múltiples factores estrechamente vinculados a su 
condición sexual, traspasando su discriminación a todas las clases sociales, perfilándolas 
como una sombra en el pasado normativo y político del país. (Montoya, 2009, p.42)  
Sin embargo, para la segunda década del siglo XX las mujeres de clase alta y media 
comenzaron a formular distintos interrogantes sobre su desempeño en la vida política y social 
del país, así como la influencia que podrían llegar a tener en el marco de la construcción del 
Estado de Derecho, en tal sentido, y al verse enfrentadas a una sociedad de corte altamente 
machista, emprendieron todo tipo de luchas tendientes a la obtención de sus derechos en el 
plano social, civil, político y laboral, recibiendo influencia por parte de otros grupos de 
feminismo de Estados Unidos y Latinoamérica como es el caso del feminismo anarquista 
argentino del siglo XIX movimiento que fue originalmente importado por los inmigrantes de 
países europeos que llegaron a Argentina en busca de oportunidades laborales; y que buscó la 
emancipación y la reivindicación de los derechos de las mujeres en Argentina.  
Progresivamente, a medida que se desarrollan nuevos enfoques, por diversas vías, 
especialmente por la academia, a partir de una significativa influencia de las teorías 
sociológicas y políticas concebidas y difundidas desde Europa y Norteamérica, así, 
por la influencia de la academia europea y norteamericana, se adoptó el término de 
movimientos sociales como categoría analítica para captar/interpretar la acción 
colectiva, las demandas, los desafíos y las luchas por diversas reivindicaciones, 
expresadas por colectivos particulares, más o menos organizados, con  alguna 
regularidad y permanencia en el tiempo, generalmente como cuestionamiento frente a 
las instituciones del Estado y la sociedad en su conjunto. (Lamus, 2017, p.121)  
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En Colombia tal y como ocurrió en Argentina y otros países de Latino América, con el paso 
de los años el movimiento feminista fue adquiriendo mayor fuerza, por lo que las mujeres 
comenzaron a insertarse en partidos políticos, sindicatos y movimientos sociales, logrando en 
el año 1957 la adquisición de uno de los derechos más cuestionados, el sufragio.  
El acceso de la mujer a la educación superior, tuvo gran importancia. Especialmente 
en el área del Derecho, se fue forjando un movimiento silencioso de mujeres, que 
luego impulsó cambios en el marco jurídico. (Villarreal, 1994, p.88)  
Sin embargo, la participación activa e independiente de la mujer colombiana, sólo 
llegó después de un largo camino y de muchas reformas a la Constitución en los 
aspectos referentes a sus derechos, incluido el derecho a la educación, que le 
permitirían adquirir capacidades intelectuales para su participación activa en la 
sociedad y la democracia; dejando atrás aquellos años en los que la mujer estuvo 
representada por los hombres; primero por el padre y luego por el esposo quien ejercía, 
en virtud de la potestad marital, todos los derechos y obligaciones, y  se le negaba 
culturalmente el acceso al mundo exterior, permaneciendo en la casa, lugar al cual 
supuestamente pertenecía”. (Caputto, 2007, p.114)  
3.2  El movimiento feminista como causa reivindicatoria respecto de los derechos 
civiles y políticos de las mujeres colombianas.  
Como consecuencia de lo anterior, y tomando como referencia la influencia de los grupos 
feministas de Norte América, las colombianas feministas de los años 50s y 60s ingresan al 
escenario público desafiando los cánones estéticos y morales de la época, ... provocando a 
izquierdistas y derechistas con su conducta irreverente, su desparpajo para hablar 
públicamente de la intimidad femenina y del patriarcalismo masculino, y con unas ganas 
irreprimibles de escandalizar a una sociedad pacata y cerrada (...) se quitaron el brassière y 
cuestionaron dogmas y verdades de cualquier tipo relacionados con las mujeres (D´atri, 2004, 
pág. 63, como se citó en Lamus, 2009, p.74).  
Posteriormente, para mediados de la década de los 70s aquellos grupos de mujeres con ideales 
feministas, que previamente se habían organizado para exigir su derecho al sufragio y a su 
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participación en la esfera social, política y económica, decidieron ir más allá, de tal suerte, 
empezaron a plantear distintas alternativas encaminadas a establecer mecanismos que 
permitieran garantizar a la mujer colombiana el derecho a decidir sobre sí misma y su cuerpo.  
 En este sentido se iniciaron campañas en pro del aborto libre y gratuito, partiendo de la 
premisa de la libertad de autonomía que debían de gozar todas las mujeres colombianas sin 
distinción alguna, y buscando la emancipación y liberación total de las mujeres respecto de la 
autoridad del hombre, quien por esa época aun continuaba ejerciendo cierto poder sobre las 
féminas.  
Estas campañas llegaron a tener tanto eco en el ámbito social, que otras fuerzas femeninas 
vinculadas a la política tanto de derecha como de izquierda, decidieron unirse a esta causa 
tomando las banderas de campaña en pro del derecho al aborto, iniciativas que más adelante 
serían desechadas por la gran mayoría de políticos, quienes basaban sus ideales en costumbres 
tradicionalistas y conservadoras.   
A su vez, las mujeres profesionales y feministas vinculadas a la academia inician una 
importante producción de trabajos de investigación alrededor de las condiciones de 
las mujeres en diversos ámbitos, como la salud, el trabajo y educación; análisis de la 
familia y los procesos de socialización primaria en el país y en las regiones, la 
subordinación, la sexualidad, entre otros muchos campos, y desde las universidades, 
Entre otras muchas, las obras de Virginia Gutiérrez de Pineda, de Magdalena León, 
Nora Rey de Marulanda, María Lady Londoño, Elsy Bonilla, Ana Rico, con las cuales 
aprendimos y enseñamos en los tempranos años 80. (Velásquez, 1998, pág. 64).  
Simultáneamente se produce la movilización de mujeres urbano-populares que, desde 
una postura clasista, mantienen una autoidentificación no como feministas, pero 
específicamente orientadas por reivindicaciones de derechos de las mujeres; así, unas 
veces serán las mujeres en los movimientos y otras los movimientos de mujeres, 
algunas confesas feministas, otras no; y, la mayoría de las veces, serán feministas con 
algún apellido: socialista, liberal, autónoma, militante. (Lamus, 2007, p.27)  
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Estas corrientes feministas serían las que darían un fuerte impulso al proceso de reivindicación 
de los derechos de las mujeres en Colombia, pues a partir de su discurso irreverente y rebelde 
respecto del poder de autonomía que ejercían los padres, esposos, hijos y hermanos sobre las 
mujeres, y de como este debía de llegar a su fin, además de la fuerte crítica hacía el Estado, 
la iglesia y demás instituciones que solapaban dicho poder,  logró llegar a tener fuerte 
influencia en las mujeres de la época, quienes ya desde unos años antes, realizaban 
cuestionamientos frente a su papel en la sociedad, política y economía.  
Entonces, es así como se construirían diversas tendencias de feminismo, afines con 
distintas posturas políticas y teóricas, concentrando sus demandas de cambio a partir 
de las críticas a la separación público/privado y la consecuente exclusión de las 
mujeres en dichos escenarios; ya para la década de los 80s los movimientos feministas 
se encontraban en el proceso de fortalecimiento y consolidación por toda la geografía 
nacional, este crecimiento implico la incorporación e institucionalización de una 
Agenda global para las mujeres promovida por Naciones Unidas, que contribuyeron 
al fortalecimiento de organizaciones y redes transnacionales, así como al ingreso de 
discursos y demandas del feminismo al Estado y a muchos otros espacios de la 
sociedad (Lamus, 2007, p.27)  
Sin embargo, no sería sino hasta mediados de los 80s donde la relación entre las mujeres y el 
estado colombiano tuvo los mayores avances, respecto de la reivindicación y reconocimiento 
de los derechos de estas, dichos avances se describirían desde  tres esferas de inclusión: a) la 
legal con el desarrollo de temas del Estatuto Jurídico de los Sexos y la ratificación de la 
Convención de la ONU contra todas las formas de discriminación por Ley 51de 1981; b) una 
segunda en el orden productivista y de participación comunitaria con la puesta en marcha de 
programas de generación de ingresos, capacitación y atención de menores, para mujeres de 
los sectores urbanos y rurales, y c) al finalizar el período, la presión de grupos de mujeres, 
con la conducción feminista, intervinieron en el diseño de la nueva Constitución. (Villarreal, 
1994, p.187)  
Aunado a esto, para la época, la producción de textos académico-jurídicos a partir de los 
cuales varios grupos de feministas y activistas vinculadas a la academia plasmaron sus ideales 
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y formularon políticas de inclusión de las mujeres, había crecido de forma exponencial, 
abriendo la puerta a nuevas categorías de pensamiento y análisis desde las cuales se idearon 
nuevas formas de organización y acción feminista, así como a la posibilidad de dar 
reconocimiento a los aportes científicos, culturales, políticos y sociales que las mujeres podían 
brindar a la sociedad.  
Todo esto dio lugar a que en 1990 comisiones de mujeres feministas hicieran parte del 
movimiento por la Constituyente y de las Mesas de trabajo, que eran una especie de 
Cabildos Populares para formular las propuestas de cambio constitucional. Sin 
embargo, la convocatoria a un encuentro Nacional de Mujeres -el Abrazo Amoroso 
por la Vida- no pudo superar los alinderamientos de las feministas en sus partidos, lo 
que impidió la posibilidad de hacer una lista unitaria de mujeres. El movimiento 
feminista autónomo se comprometió en el proceso de recoger firmas para respaldar y 
lanzar una lista nacional que fue inscrita pero que no logró apoyo. (Villareal, 1994, p. 
190)  
Pese a lo anterior, el trabajo conjunto y constante del movimiento feminista de la segunda ola 
(como se llamó en su momento) en Colombia, llegó a jugar un papel decisivo en el marco del 
reconocimiento de los derechos civiles y políticos de las mujeres colombianas, y en la 
consecución de la ciudadanía plena para estas, el derecho al sufragio y el derecho de acceder 
a la educación superior, entre otros,  así como en la construcción de políticas de inclusión y 
representación de las mujeres en distintos campos, entre los cuales destacan el político y 
académico.  
4.  Contexto jurídico actual de los derechos civiles y políticos de las mujeres en 
Colombia.  
A partir de la Constitución de 1991 el ordenamiento jurídico colombiano tuvo importantes 
cambios entre los cuales se destaca una mayor protección y respeto por los derechos 
fundamentales de las personas sin distinciones de sexo, raza, religión o cultura. Sin embargo, 
el mayor logro lo obtuvieron las mujeres quienes recibieron un reconocimiento expreso de la 
carta política como sujetos de derechos y con la garantía de igualdad en el ejercicio de estos 
respecto de los hombres, en este sentido, el artículo 43 estableció que ‘‘la mujer y el hombre 
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tienen iguales derechos y oportunidades. La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de 
discriminación. Durante el embarazo y después del parto gozará de especial asistencia y 
protección del Estado, y recibirá de este subsidio alimentario si entonces estuviere 
desempleada o desamparada. El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de 
familia’’. (Constitución Política, 1991)  
Configurándose, así como el fundamento de las herramientas más útiles al servicio de 
la igualdad y, en especial, al servicio de la protección a las mujeres: su reconocimiento 
como sujetos de especial protección y la obligación de adoptar medidas de acción 
afirmativa a su favor. Por su parte, el artículo 13 de la Constitución, reconoció que el 
contexto sociocultural muchas veces impide la efectividad de las normas, por lo que 
prescribió la adopción de todas aquellas medidas que propendan por la consecución 
de igualdad real para las mujeres ya sea en términos generales (protección especial de 
ciertos grupos) o específicos (mujer embarazada, o la mujer cabeza de familia).  
(Acosta, 2007, p. 50-51)  
Ahora bien, pese a que nuestro ordenamiento jurídico actual sigue teniendo un marcado corte 
masculino, el hecho de que nuestra norma suprema haya incluido dentro de su texto normativo 
los apartes anteriores, nos lleva a aceptar que aun cuando hace falta mucho camino por 
recorrer respecto de la igualdad de derechos entre mujeres y hombres, fue a partir de 1991 
donde dicha brecha comenzó a hacerse menos visible y se dejó en claro que nuestra legislación 
debía de ser concordante y respetuosa de los derechos de las mujeres, así como de su pleno 
desarrollo en todos los ámbitos de la sociedad, en este sentido, las normas debían de ser 
redactadas pensando en la preservación de una verdadera equidad de género.  
A su vez, y en concordancia con lo preceptuado en los artículos 93 y 94 de la Constitución, 
Colombia ha suscrito y ratificado tratados internacionales tendientes a garantizar el respeto 
por la vida y demás derechos fundamentales de las mujeres, en este sentido conviene hacer 
referencia a la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer, así como la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer, y el capítulo 4 del programa de acción de la conferencia 
internacional sobre población y desarrollo, en el cual se desarrollan puntos clave en torno a la 
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ejecución de políticas de igualdad y equidad entre los sexos así como de la habilitación de la 
mujer, entre otros tratados.  
Además, se promulgaron leyes tendientes a promover la igualdad de género y garantizar la 
protección y respeto por los derechos humanos de las mujeres, en este sentido, se crearon  los 
Lineamientos de la Política Pública para la Equidad de Género para las Mujeres y el Plan 
Integral para garantizar a las mujeres una vida libre de violencias aprobados en 2012, y la Ley 
de Víctimas y Restitución de Tierras, aprobada en 2011, con disposiciones importantes sobre 
la igualdad de género, así como la Ley 1257 "Por la cual se dictan normas de sensibilización, 
prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres", de 2008 y 
la Ley 1719 por la cual se adoptan medidas para garantizar el acceso a la justicia de las 
víctimas de violencia sexual, en especial la violencia sexual con ocasión del conflicto armado, 
de 2014, entre otras. (ONU Mujeres Colombia, 2018)  
Es por esto que la doctrina constitucional creada a partir de la carta política de 1991, se 
consideró como aquella doctrina cuyo fundamento principal era el principio de igualdad 
formal y material respecto de hombres y mujeres, puesto que su marco jurídico incorporó 
mecanismos de protección y participación de la mujer.  
No obstante, la norma constitucional presenta dos vacíos; el primero de ellos consiste 
en dejar en manos del legislador –un legislador absolutamente masculino- y de las 
demás autoridades la creación de los mecanismos necesarios para lograr el cometido 
propuesto, sin precisar parámetros más específicos que garanticen el ejercicio de tal 
prerrogativa por parte de las mujeres; y el segundo de ellos, la omisión que la 
constitución hace respecto de la mención de la necesidad de promover la inclusión de 
las mujeres en muchos otros espacios tales como el de la participación política, el de 
la administración de justicia, los espacios locales y comunitarios, la educación, etc. 
(Acosta, 2007, p. 51)  
Esto en la práctica presenta un grave peligro para el derecho de participación y representación 
de las mujeres tanto en aspectos políticos, jurídicos, sociales, educativos y hasta culturales, 
pues si tenemos en cuenta que por un lado nuestro órgano legislativo tiene un marcado corte 
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conservador y tradicionalista, con cierta tendencia machista, y por el otro no existe una 
referencia clara respecto de la necesidad de incluir a las mujeres dentro del escenario de 
construcción de ese Estado social de derecho, todos los ideales plasmados en el texto 
constitucional, han terminado siendo solamente eso ‘‘ideales’’ sin que en realidad se tome 
como referencia las necesidades de las mujeres colombianas, dentro del contexto sociopolítico 
del país, lo que ha obstaculizado en gran manera la expedición de normas que garanticen el 
cumplimiento de las prerrogativas constitucionales, con relación a la reivindicación completa 
de los derechos de las mujeres colombianas.  
Y aunque, con el paso de los años la participación política de las mujeres ha aumentado 
del 6% al 11% en los cargos de elección popular, y del 7% al 21% en las elecciones 
del Congreso en los últimos 20 años Colombia sigue siendo uno de los países de 
América Latina con la menor representación de las mujeres en la política. En 2015 
son tan sólo el 14% de concejalas, el 17% de diputadas, el 10% de alcaldesas y el 9% 
de gobernadoras. Cifras aún muy por debajo de la paridad que haría justicia a la 
proporción de mujeres dentro de la sociedad. (ONU Mujeres Colombia, 2018) Por 
otro lado, con relación a los derechos económicos y educativos de las mujeres, 
tenemos que, pese a que hoy por hoy el índice de mujeres que logran acceder a la 
educación formal en sus niveles básicos y superiores se encuentra por encima del 
índice masculino, la posibilidad de acceso y participación de estas en el escenario 
laboral se encuentra aún por debajo respecto de la participación de los hombres, puesto 
que aun en la actualidad las mujeres se enfrentan a múltiples obstáculos que se 
imponen por parte de las empresas a la hora de contratarlas, además de la marcada 
desigualdad salarial que existe entre mujeres y hombres.  
Ahora bien, en lo que respecta al derecho al acceso a la justicia de las mujeres tenemos que  
Todavía son múltiples las barreras de su acceso para las mujeres identificadas. Estas 
pueden verse agravadas en el país a raíz de la presencia de actores armados en los 
territorios, la distancia entre los puestos de salud, los costos del desplazamiento, la 
aún limitada descentralización del instituto nacional de medicina legal, la falta de 
despachos judiciales, la ausencia de formación en el enfoque de género y de 
24  
  
sensibilidad por los servidores públicos y de los medios de comunicación, entre 
muchos más aspectos. Carencias todas ellas que deben ser superadas por los Estados 
dentro del deber de establecer garantías de no repetición y la lucha contra la impunidad 
en la violencia contra las mujeres. La jurisprudencia constitucional agregaría que 
además de reparación, la tutela judicial efectiva garantiza los derechos a la verdad y a 
la justicia. (Rodríguez, 2018, p. 136)  
Además de esto, en el campo legal, como se analizó en apartados anteriores como 
consecuencia de los vacíos constitucionales o de la omisión legislativa, se presentan 
otra serie de obstáculos entre los cuales se destacan: la insistencia en la penalización 
del aborto, la desprotección a las parejas del mismo sexo, la negación de adaptar las 
normas penales a los parámetros del Estatuto de Roma, la ausencia de políticas 
afirmativas que busquen la igualdad real más allá del escenario descrito en el papel. 
(Acosta, 2007, p. 56)  
Está problemática ha ocasionado que se genere un escenario de desprotección frente a la 
garantía de participación política y ciudadana de las mujeres dentro del marco de construcción 
y desarrollo del Estado social de derecho, dejando de lado el discurso constitucional desde el 
cual se predica la garantía de inclusión y participación de las mujeres en todas las esferas de 
la sociedad, así como la formulación y ejecución de políticas públicas tendientes a eliminar 
todas las formas de discriminación y maltrato hacía las mujeres.  
Todo lo anterior pone de manifiesto que aun cuando en nuestro ordenamiento jurídico se han 
desarrollado instrumentos normativos tendientes a garantizar el respeto por los derechos de 
las mujeres y la disminución de la brecha de desigualdad existente desde siglos atrás entre 
mujeres y hombres, todavía queda mucho camino por recorrer en materia de inclusión y 
reivindicación de los derechos de las mujeres colombianas, quienes día a día se ven sometidas 
a todo tipo de discriminación y a maltratos que van desde lo físico hasta lo psicológico, en 
donde sus agresores resultan ser sus propios padres, esposos y hermanos; pues no podemos 
dejar de lado que aún a pesar de la lucha que los movimientos feministas tuvieron en pro de 
lograr reivindicar a la mujer y alejarla de ese concepto tradicional de que aquella únicamente 
estaba destinada a las labores del hogar y a la crianza de los hijos, nuestro país en términos 
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culturales sigue teniendo un marcado corte machista, cultura que ha sido preservada incluso 
en el ámbito jurídico y político de hoy día.  
Por eso es fundamental que nuestro ordenamiento jurídico interno desarrolle mecanismos 
suficientes para fomentar la transformación del contexto sociocultural colombiano, así como 
la erradicación de todos aquellos obstáculos que se han formado en torno al ejercicio de los 
derechos fundamentales en igualdad de condiciones por parte de las mujeres.   
De allí que sea necesario abandonar la neutralidad de las normas y promover 
condiciones suficientes para lograr más que la igualdad formal, la igualdad material, 
perfeccionar nuestro marco constitucional y legal y desde allí promover el cambio en 
la aplicación del derecho, todo al servicio de la justicia de género. (Acosta, 2007, p. 
57).  
A su vez, El papel de la justicia debe responder de manera positiva, garantista y con 
la debida diligencia contra la discriminación a las mujeres a la luz del principio 
democrático; ello exige que el Estado y sus operadores se abstengan de cometer 
cualquier acto de violación contra los derechos humanos y actúen de forma acuciosa 
con el fin de prevenir, investigar y sancionar cualquier abuso en contra de las mujeres 
y proveer formas de erradicación de obstáculos a la justicia. (Chaparro, 2019, p. 128) 
CONCLUSIONES  
Los derechos civiles y políticos surgieron como consecuencia de la Declaración de Derechos 
Humanos, y fueron constituidos como aquellas garantías que se encontraban direccionadas 
para proteger a cada persona frente a posibles abusos por parte del estado de forma directa o 
indirecta, sin embargo, dicho postulado en principio únicamente se aplicaba para hombres 
varones blancos, excluyendo completamente a las mujeres.  
La situación de discriminación entre hombres y mujeres en el marco de los derechos civiles y 
políticos en Colombia y el mundo con el paso de los años era cada vez más evidente, coartando 
completamente los derechos de las mujeres debido a supuestas cuestiones naturales inherentes 
a estas, impactando gravemente las necesidades básicas de las mujeres al ser blanco de 
constante rechazo y violencia.   
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Dentro de este panorama surgieron los primeros movimientos feministas en Estados Unidos 
y Europa, quienes, a partir de una lucha constante comenzaron a manifestarse con demandas 
hacía los estados y la sociedad, en pro de lograr la obtención de derechos sociales, civiles, 
políticos y laborales de las mujeres, así como la eliminación de la desigualdad y explotación 
de género.  
Después de numerosos confrontamientos y contiendas, los movimientos feministas de Europa 
y Norte América lograron cambios sustanciales para las mujeres, quienes a partir de la 
industrialización y democracia llegaron a obtener el derecho al voto, posteriormente, 
comenzaron a tener participación en fábricas, empresas, sindicatos, etc., donde antes era 
impensable fueran incluidas.  
En Colombia los primeros movimientos feministas datan del siglo XIX, quienes estuvieron 
fuertemente influenciados por los movimientos feministas de Estados Unidos, Europa y 
Argentina, así como de ideas sociológicas y sociopolíticas incubadas desde la academia 
norteamericana y europea.  
Los movimientos feministas colombianos, a partir de la segunda mitad del siglo XX 
adquirieron mayor fuerza, llegando a impulsar desde el acceso a la educación superior de las 
mujeres, la obtención del voto y el derecho a decidir sobre sus propios bienes, hasta la 
inserción de estas en los partidos políticos, sindicatos y movimientos sociales.  
Los aportes que los movimientos feministas hicieron en el marco de los derechos civiles y 
políticos de las mujeres en Colombia, han sido determinantes en el proceso de reconocimiento 
y reivindicación de las mujeres como sujetos de derechos, y es gracias a aquellas mujeres que 
durante años lucharon de forma aguerrida por la emancipación del género femenino que hoy 
por hoy, las mujeres pueden disfrutar de derechos que a veces se consideran tan simples como 
por ejemplo el derecho a pensar y participar de forma libre y espontanea.  
Pese a lo anterior, y a que la Constitución Política de 1991 dio los lineamientos generales para 
garantizar el respeto y protección de los derechos de las mujeres, así como la eliminación de 
las brechas de desigualdad de sexos, en la actualidad, existe todavía una marcada cultura 
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machista que ha dificultado en gran medida el proceso de inclusión y participación de las 
mujeres en todas las esferas de la sociedad colombiana.  
Es necesario entonces replantear los mecanismos que coadyuvan a la transformación del 
contexto sociocultural de nuestro país, así como la creación de las condiciones necesarias para 
la garantía y promoción de los derechos civiles y políticos de las mujeres, y por último no 
menos importante, la redacción de normas concordantes con la realidad que viven actualmente 
las mujeres colombianas.  
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